
 

 

 

 

 

COMUNICADO DE LA ASOCIACIÓN 
MADRILEÑA DE SALUD PÚBLICA (AMaSaP) 

Sobre la obligación de las administraciones 
públicas de garantizar el acceso efectivo a 

los procedimientos de regularización 
extraordinaria de personas migrantes 
desde un enfoque de salud pública y 

derechos humanos

Desde la Asociación Madrileña de Salud Pública (AMaSaP), comprometida con 
la salud pública, la equidad y la defensa de los derechos humanos, manifestamos 
nuestra profunda preocupación ante las dificultades que numerosas personas 
migrantes están encontrando en distintos municipios de la Comunidad de Madrid para 
acceder a documentación esencial en el marco de los procesos de regularización 
extraordinaria en España. La salud pública y los derechos humanos son ámbitos 
inseparables. La evidencia científica ha demostrado de forma consistente que la 
exclusión administrativa, la inseguridad jurídica y la precariedad social son 
determinantes estructurales de la salud, que incrementan la vulnerabilidad, deterioran 
el bienestar físico y mental y amplían las inequidades en salud. El acceso a 
procedimientos de regularización administrativa no debe entenderse únicamente 
como un trámite burocrático, sino como una vía de garantía de derechos 
fundamentales, entre ellos el derecho a la salud, a condiciones de vida dignas, a la 
protección social y a la no discriminación. 

Queremos alertar especialmente sobre la situación que se está produciendo en 
algunos ayuntamientos, donde se está denegando o dificultando la emisión de 
certificados de vulnerabilidad, alegando falta de instrucciones claras por parte de la 
Administración General del Estado, o derivando de forma improcedente a las personas 
migrantes a entidades colaboradoras para su obtención. Esta práctica genera graves 
consecuencias. En primer lugar, desplaza indebidamente una responsabilidad pública 
hacia estas entidades colaboradoras, que no pueden sustituir a la administración ni 
garantizar cobertura universal en todos los territorios. En segundo lugar, produce 
desinformación y desigualdad territorial, dejando en situación de desprotección a 
personas que residen en municipios donde dichas entidades no existen o son 
insuficientes. Y, además, impone cargas desproporcionadas a personas en situación 
de vulnerabilidad, obligándolas a invertir tiempo, desplazamientos y, en muchos 
casos, jornadas laborales que comprometen la continuidad en sus puestos de trabajo 
y en consecuencia su sustento económico. 

Desde un enfoque de derechos humanos, recordamos que el principio de 
accesibilidad administrativa exige que los procedimientos públicos sean claros, 
disponibles y efectivamente alcanzables para todas las personas, sin obstáculos 
desproporcionados ni discriminación indirecta. La ausencia de instrucciones internas 
no puede convertirse en una barrera de acceso a derechos ni justificar la inacción 
administrativa. 



Los ayuntamientos, como administración más próxima a la ciudadanía, tienen 
una responsabilidad fundamental en la garantía efectiva de derechos y en la protección 
de la salud comunitaria. Su colaboración activa en estos procedimientos es esencial 
para evitar situaciones de exclusión, cronificación de la vulnerabilidad y deterioro de la 
cohesión social. Por ello, instamos a las administraciones locales a: 

 

1. Asumir plenamente su responsabilidad en la emisión de certificados y 
documentación administrativa necesaria, evitando derivaciones. 

2. Garantizar información veraz, homogénea y accesible a las personas 
migrantes sobre sus derechos y los procedimientos que tienen que realizar. 

3. Eliminar de manera inmediata las barreras administrativas que están 
dificultando el acceso a procesos de regularización. 

4. Coordinarse con la Administración General del Estado para asegurar 
criterios claros y uniformes de actuación. 

5. Incorporar de manera transversal el enfoque de derechos humanos y 
equidad en la gestión administrativa de la población migrante. 

 

Como sociedad científica, reiteramos que garantizar el acceso efectivo a 
derechos y reducir barreras administrativas no solo protege la salud de las personas 
migrantes, sino la de toda la sociedad a través del fortalecimiento de la salud pública, 
de la equidad social y de la calidad democrática de nuestras instituciones. 

  Reafirmamos nuestra disposición a colaborar con las administraciones 
públicas, así como con entidades colaboradoras para promover respuestas basadas 
en la evidencia, los derechos humanos y la justicia social. 

 

En Madrid, a 7 de mayo de 2026 

 

 

Junta Directiva de AMaSaP 


